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ANÁLISIS DE LA RESPUESTA DEL GOBIERNO DE BOLIVIA ALCUESTIONARIO PARA LA EVALUACIÓN DE LA IMPLEMENTACIÓN DE
LA CONVENCIÓN INTERAMERICANA PARA PREVENIR,
SANCIONAR Y ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER,
“CONVENCIÓN DE BELÉM DO PARÁ”

El informe se ha preparado teniendo en cuenta las respuestas del Estado Plurinacional de Bolivia al Cuestionario de la Segunda Ronda del MESECVI. Agradecemos el esfuerzo realizado por el Estado al elaborar el informe con claridad y transparencia. Simultáneamente, se consultaron los reportes presentados ante el Consejo de Derechos Humanos de la ONU, en la 7ma. Ronda del Examen Periódico Universal, (febrero 2010) por las agencias de Naciones Unidas
 y las organizaciones de la Sociedad Civil
, lo que permitió acceder a información actualizada sobre el marco general de respeto a los derechos humanos y los avances para la erradicación de la discriminación en el país de referencia.  Asimismo, se consultaron las Observaciones Finales de Comités Monitores de tratados de Naciones Unidas, especialmente CEDAW
 y el Comité de los Derechos del Niño y la Niña
;  e Informes del Relator Especial de los Pueblos Indígenas
, teniendo en cuenta la complementariedad de los sistemas de Derechos Humanos regionales con el sistema Universal.

Esta complementariedad está sustentada además en el texto de la Convención de Belém do Pará, que plantea que para vivir una vida sin violencia es requisito indispensable la eliminación de la discriminación contra las mujeres, los patrones estereotipados de conducta que la reducen a roles subordinados y garantizar el goce de todos los derechos humanos, consagrados en todos los tratados ratificados por el Estado parte.

1. Avances registrados en el país.

En el período transcurrido entre la primera y segunda ronda de evaluación del MESECVI, Bolivia vivió una etapa de grandes transformaciones, marcada por un proceso que se constituyó en un eje del debate político y social colectivo: la reforma constitucional. El mismo involucró a todas las capas de la población, en toda su diversidad y creó las bases para la refundación del país, con un perfil multinacional, pluriétnico y diverso. 

El área de legislación y marco jurídico fue tal vez la que mayor avances registró en este período, debido a la sanción de la nueva Constitución Política del Estado, que entró en vigencia el 7 de febrero de 2009, fecha en la que fue promulgada por el Presidente tras un referéndum popular que tuvo el 90,24 % de participación. 

Es relevante destacar la incorporación de muchos contenidos de la Convención de Belém do Pará en el texto constitucional, especialmente, el derecho a vivir una vida sin violencia. A la vez, al sentar las bases de una sociedad plurinacional y no discriminatoria, se abre el camino para erradicar la discriminación de género, causal primordial de la violencia contra las mujeres.   La Constitución incluye derechos individuales y colectivos reconocidos en los tratados internacionales de derechos humanos, dándoles rango constitucional, e incluyó a la Justicia Indígena Originaria Campesina como una  jurisdicción equivalente a la ordinaria.

Otro logro importante es la adopción del Plan Nacional de Igualdad de Oportunidades de 2008.         

Mención especial merece el Programa de alfabetización "Yo sí puedo" con el cual se estima que la tasa de analfabetismo se ha reducido a niveles marginales.

También se considera un avance la ratificación del Protocolo de Palermo y la creación del Consejo Nacional de lucha contra la  trata de personas y el tráfico ilícito de migrantes.

Se han implementado un conjunto de políticas públicas de redistribución del ingreso nacional que se consideran positivas.   Entre ellas, vale la pena mencionar  los  bonos otorgados a los grupos más vulnerables, como el Bono Juancito Pinto; el Bono Juana  Azurduy; la Renta Dignidad y la iniciativa del Programa Desnutrición Cero, entre otros.

2. Obstáculos enfrentados

Si bien  la igualdad de oportunidades esta reconocida en la normativa vigente,  las  mujeres continúan siendo  discriminadas en el ámbito político y enfrentan dificultades de acceso al trabajo, a la  vivienda y a la tenencia de la tierra.

A pesar de los esfuerzos realizados no se ha logrado reducir la incidencia de la violencia contra las mujeres. Según estimaciones, siete de cada diez denuncias de violencia corresponden a mujeres. La falta de registro unificado de datos de violencia  contra las mujeres resta visibilidad a la magnitud del problema. Faltan  recursos humanos especializados, infraestructura y equipamiento para un funcionamiento adecuado de las brigadas de protección de la familia y los servicios jurídicos integrales. Se requiere modificar la Ley No 1674 contra la violencia intrafamiliar, debido a las grandes limitaciones para su aplicación  efectiva.

Bolivia se ha constituido en un país de tránsito, recepción y  envío de niños, niñas y adolescentes utilizados con fines de explotación económica y  de abuso sexual comercial.  Si bien se ratificó el protocolo de Palermo,  aún no se han tomado medidas para el fortalecimiento del Consejo encargado de monitorear esta problemática. 

Las y los adolescentes en conflicto con la ley todavía no cuentan  con una jurisdicción especializada ni centros de detención exclusivos y comparten prisión  con adultos/as. Las niñas y los niños de 11 a 16 años pueden permanecer detenidos  indefinidamente en centros de menores por presuntos delitos o en aras de su propia  protección por orden de un trabajador/a social, lo que en algunos casos puede llegar a constituir la criminalización de la pobreza.

A pesar de los avances efectuados, solamente el 24% de los cargos públicos están ocupados por mujeres y muchas de ellas denuncian acoso político para obligarlas a renunciar a  ellos, una vez obtenido el puesto al que postularon. La proporción de escaños ocupados por mujeres en el Parlamento nacional había disminuido del 19,2% en 2005 al 16,9% en 2009.

No obstante la creciente inserción laboral de las mujeres, el  mercado de trabajo tiende a segregarlas en ocupaciones de baja productividad e ingresos.  Las mujeres continúan siendo las más afectadas por la falta de protección laboral y seguridad social. Asimismo, se mantiene una importante brecha salarial en perjuicio de las mujeres.

Se observa asimetría en la oferta de servicios de salud entre el área urbana y la rural. Los principales obstáculos para el ejercicio de los derechos sexuales y reproductivos son el difícil acceso a medios de planificación familiar (debido a los bajos niveles de instrucción y de ingresos) y la discriminación por razones de género y etnia. Siguen muriendo mujeres por complicaciones del embarazo, el parto y el puerperio. Los abortos mal asistidos  son la tercera causa de muerte de mujeres en el país. 

La propuesta de ley de educación no cuenta con una perspectiva de derechos humanos  ni de equidad de género. Asimismo, es preocupante el reducido porcentaje de alumnos que pasan de la enseñanza primaria a la secundaria y la acusada disparidad entre géneros que se observa en la enseñanza secundaria.

El rango otorgado a la justicia campesina es un avance importante ya que significa el  reconocimiento de la diversidad cultural y de las particularidades de sus comunidades  indígenas, por parte del Estado. Sin embargo, deberá prestarse atención a ciertas costumbres que resultan violatorias de los derechos humanos, como los linchamientos o los castigos corporales a niños, niñas y adolescentes varones y mujeres. 

Es también preocupante la inestabilidad institucional de  los mecanismos nacionales para el adelanto de la mujer, así como su limitado poder de  decisión y sus recursos financieros y humanos que resultan insuficientes.

3. Evaluación del cuestionario. 

I. LEGISLACIÓN 

El Estado Parte informa sobre los cambios legislativos a nivel constitucional, que son muy positivos. Sin embargo, aún se cuenta con una ley de violencia que contempla sólo la violencia intrafamiliar. Los profundos cambios realizados a nivel de la normativa constitucional, especialmente en cuanto a la incorporación de algunos contenidos de la Convención de Belém do Pará, requieren una adecuación del resto del plexo legal. Así, urge la sanción de una ley integral de violencia contra las mujeres, que permita prevenir, sancionar y erradicar la violencia en todas las esferas, (incluyendo la comunitaria y la estatal). El Estado ha informado que una ley integral está en estudio en la Asamblea Plurinacional de Bolivia, que garantizaría a las mujeres el derecho a una vida digna y libre de violencia. Hasta tanto se apruebe e implemente esa norma, la única esfera protegida legislativamente es la familiar.

En relación a la trata de personas, existe una ley que penaliza la trata y el tráfico de niños, niñas y adolescentes,  y  la Ley 3325 de 18 de enero de 2006 de “Trata y tráfico de Personas y otros delitos relacionados”, que fuera incorporado al Código Penal y que sanciona con penas de 8 a 12 años a quienes traficaran con personas con varios fines, incluyendo la explotación Sexual Comercial (pornografía, pedofilia, turismo sexual, violencia sexual comercial) y matrimonio servil.

Se observa que no hay sanciones específicas para la violencia sexual en el matrimonio. El Estado da cuenta de la existencia de un proyecto de ley para abordar este tema.

No hay sanciones para los jueces que no cumplen con la ley de violencia. 

El Estado cumple con la recomendación de evitar incluir mecanismos de mediación en el tratamiento judicial de la violencia. La mediación se mantiene prohibida en la ley de violencia intrafamiliar. Sin embargo, en la práctica, se aplican mecanismos de mediación o arbitraje, tanto por parte de la justicia comunitaria, como por parte de servicios de Casas de Justicia o Servicios Integrados de Justicia, creados para atender la demanda de justicia de la población, según la evaluación realizada por el Estado.

Se han previsto mecanismos para reparación a las víctimas en el Código Procesal Penal (La Caja de Reparaciones para las víctimas de delitos), pero el mismo no funciona para las víctimas de violencia,
  por lo cual el mecanismo deberá ser adecuado para incluir a todas las víctimas de delitos, incluyendo a las de violencia.

El acoso sexual sólo está sancionado en el ámbito académico. En el ámbito laboral, un proyecto de ley está pendiente de tratamiento en el Congreso.

Salvo en el artículo 14 de la Constitución Política del Estado, donde se establece la “prohibición de  toda forma de tortura, desaparición, confinamiento, coacción, exacción o cualquier forma de violencia física o moral” por parte de agentes del Estado, no se ha legislado sobre violencia ejercida por el Estado, de manera específica. 

En relación a la violencia relacionada con los derechos sexuales y reproductivos, se verifica que por un lado, no se ha legislado aún sobre violencia obstétrica; y que por otro, si bien algunas causales de interrupción del embarazo como la violación, o peligro para la vida de la mujer, están contemplados como excepciones a la penalización del aborto, su falta de reglamentación hace incierta su aplicación, manteniéndose alta la cifra de morbilidad y mortalidad materna por esas causas.

En relación a la difusión de derechos de las mujeres y la realización de campañas, especialmente con el contenido de la Convención, el  Estado reporta que eso se realiza dentro del Plan contenido en la Estrategia de Comunicación cuyo objetivo es difundir y promover conocimientos, actitudes y prácticas de prevención de la violencia contra la mujer, para formar ciudadanas y ciudadanos libres de violencia en razón de género. Pero si bien se explayan en los objetivos del Plan, no se acompañan detalles que demuestren el número de campañas realizadas, ni su extensión o impacto. Asimismo, no se conoce que haya habido un monitoreo del impacto de esas campañas. 

II. PLANES NACIONALES:



En relación a la existencia de un Plan Nacional/Acción/Estrategia para la prevención, sanción y erradicación de la violencia contra las mujeres, el Estado reporta la existencia del Plan Nacional para la Igualdad de Oportunidades  “Mujeres Construyendo la nueva Bolivia para Vivir Bien” del diez de diciembre del 2008 mediante Decreto Supremo No.29850 cuyo período es hasta el 2020. Dentro del mismo, se encuentra el Programa Nacional de Lucha contra la Violencia en Razón de Género, que está en proceso de implementación a través  de la Unidad de Género y Estadísticas e indicadores al interior del Viceministerio de Igualdad de Oportunidades. A pesar de su enunciado general, pareciera que dicho plan se restringe a la violencia familiar. 

El Plan Nacional de Igualdad de oportunidades fue elaborado con la participación de la sociedad civil, organizaciones sociales de mujeres y miembros de los órganos del Estado y contiene una estrategia intersectorial traducida en acciones concurrentes. Sin embargo, no contempla sanciones por incumplimiento.

Dentro del plan se contempla la formación y especialización de profesionales que intervienen en las situaciones de violencia de género. (Órgano Judicial, Ministerio Público, Policía Nacional, servidores públicos y sociedad en su conjunto).

En relación a los medios de comunicación, el plan no contempla acuerdos de cooperación con los medios de comunicación. La razón aducida es que Bolivia cuenta con una estrategia comunicacional que permite hacer difusión en los medios masivos a nivel nacional.



En cuanto al órgano encargado de impulsar este plan, preocupa la fragilidad institucional del mismo, su inestabilidad dentro del organigrama estatal, que daría la impresión que la erradicación de la violencia y la equidad de género no fueran una política de Estado, sino que depende de las concepciones de cada gobierno. Así, desde su creación en 1993 hasta la fecha, el órgano encargado de la equidad de género en el Estado ha cambiado 4 veces de estatus, denominándose actualmente Vice ministerio de Asuntos de Género y Generacionales. 

III. ACCESO A LA JUSTICIA

En relación al número de entidades encargadas de recibir las denuncias de violencia contra las mujeres, el Estado reporta que no se ha logrado establecer un directorio oficial sobre el número de entidades implementadas en cada uno de los 327 municipios para atender la violencia familiar. Un recuento preliminar daría cuenta que 155 municipios cuentan con un SLIMs, de los cuales 37% están fusionados con Defensorías de la Niñez y adolescencia distorsionándose totalmente el servicio a mujeres en situación de violencia. Asimismo, no se han creado bases para un sistema de registros. A la fecha, si bien las fiscalías toman nota de los casos, no se cuenta con datos sobre el agresor, las circunstancias del caso, el vínculo con la víctima, el nivel de instrucción, etc. que permitirían tener una mirada más completa del problema.

En el 2009 se creó el Servicio Estatal de Atención y Protección Integral a Víctimas SEDAVI, para brindar de manera gratuita la defensa legal que evite la re-victimización. El mismo funciona en Cochabamba, La Paz, Santa Cruz y Sucre, existiendo gestiones para ampliar sus servicios a la ciudad de El Alto.

Si bien se mencionan las Casas de Justicia y Centros Integrados de Justicia, especializados en Arbitraje y conciliación, no se aclara si esos espacios atienden casos de violencia y en qué marco. Recordamos aquí el compromiso del Estado de no incluir mecanismos de mediación en los casos de violencia de género y la preocupación por el hecho que, de atender estos nuevos espacios, asuntos de violencia contra las mujeres, deberían tener protocolos diferentes a los habituales para los otros casos. Se ha constatado que en la actualidad se están promoviendo medidas de conciliación por parte de las fiscalías en casos de violencia de género tipificados por el C.P como lesiones gravísimas.

La Constitución Política del Estado establece en su artículo 119. I “Las partes en conflictos gozarán de igualdad de oportunidades para ejercer durante el proceso las facultades y los derechos que les asistan, sea  por la vía ordinaria o por la indígena originaria campesina”. Se han reportado algunos excesos cometidos por autoridades comunitarias en el ejercicio de estas atribuciones, especialmente relacionados con el uso de castigos corporales. Según el Relator Especial sobre los Pueblos Indígenas, algunos excesos cometidos en las comunidades, especialmente los linchamientos, habrían sido utilizados para criticar oblicuamente a la justicia comunitaria.
 Sin caer en esa trampa, mantenemos sin embargo la preocupación sobre el hecho que en muchas comunidades podría no haber llegado la normativa estatal sobre violencia de género; algunos líderes comunitarios encargados de aplicar la ley podrían no haber recibido capacitación en equidad de género y violencia contra las mujeres. En el futuro sería deseable que se informara cómo está funcionando la justicia comunitaria en casos de violencia de género, qué tipos de casos de violencia son atendidos por esta justicia, cómo se resuelven y de qué manera se articula la justicia comunitaria con la estatal.

No se cuenta con fondos especiales para traslado de víctimas, ni servicios de rescate. Sí se implementan medidas cautelares dentro de la normativa vigente. 

En cuanto al tratamiento de víctimas de violencia, de acuerdo al reporte gubernamental, varias medidas claves aún están pendientes de implementación. Así, el Viceministerio de Igualdad de Oportunidades cuenta con “Normas protocolos y procedimientos para la atención integral de la violencia sexual” que se están actualizando para mejorar el proceso de referencia y contrarreferencia de los servicios que prestan atención a víctimas de violencia intrafamiliar y sexual para evitar la revictimización de la mujer. Asimismo, se estaría elaborando a través del Ministerio de Relaciones Exteriores, un Manual “Sobre el tratamiento a víctimas de violencia sexual”. No hay evaluaciones y estudios sobre cuánto tiempo toma en la realidad otorgar medidas de protección luego de la presentación de la denuncia, ni se cuenta con estadísticas sobre cuántas y qué tipo de medidas de protección fueron otorgadas a mujeres afectadas por violencia. Sería deseable que en el corto plazo, estos mecanismos sean puestos en funcionamiento.

En relación a la utilización de los tratados internacionales por parte de la justicia local, como marco de referencia, se indica que se han tomado algunas medidas como consecuencia del Acuerdo de Solución Amistosa realizado en el caso MZ c. Bolivia que se sustancia ante la CIDH. Entre las medidas tomadas estaría la incorporación en los programas pedagógicos del Instituto de la judicatura de la protección de los derechos humanos con enfoque de género. Los funcionarios del Consejo de la Judicatura y el Ministerio Público recibieron capacitación en Derechos Humanos y enfoque de género, en la gestión 2009, en sendos cursos realizados en Santa Cruz, La Paz, Cochabamba y Tarija. Sería deseable su extensión a todo el país, así como garantizar su permanencia y sustentatibilidad. 

IV. SERVICIOS ESPECIALIZADOS


En materia de Refugios el Estado reporta que no se han implementado desde el Estado casas de Refugio en los últimos 4 años, pero que, sin embargo se cuenta ya con la infraestructura para el funcionamiento de  dos refugios, uno en Cochabamba  y otro en Santa Cruz. Se recuerda aquí la necesidad de brindar espacios a las mujeres víctimas de violencia en todo el territorio del país.


En relación a servicios de asesoría gratuita, la respuesta remite al proyecto de atención a víctimas que funciona en los 9 departamentos del país y al SEDAVI, al que ya hemos hecho referencia.

No hay líneas telefónicas gratuitas para la atención de consultas de violencia.

En cuanto atención de salud a víctimas, el Estado hace referencia a los planes de prevención del VIH y otras enfermedades de transmisión sexual. No se cuenta con servicios de interrupción legal del embarazo. El Estado aduce la razón de que “en Bolivia no está legalizado el aborto: sólo en casos excepcionales terapéutico y en casos de violación.”
 Sin embargo, al estar prevista la interrupción legal del embarazo en casos de violación, como el mismo Estado reconoce, se debería prever un protocolo especial y servicios adecuados, con información suficiente, en todos los idiomas, para atender a mujeres violadas en servicios de salud gratuitos, seguros y legales.

En relación a la pregunta sobre si existen campañas de difusión de estos servicios para el conocimiento de las mujeres?, el Estado responde que en la web del Ministerio de Justicia, así como a través de trípticos, programas radiales y volantes, se informa sobre las Casas de Justicia y los Centros Integrados de Justicia.

Pero en realidad el CEVI en su cuestionario se refería a los servicios específicos de atención de la violencia contra la mujer, que queda sin respuesta. Queda la duda de si esos centros mencionados, que utilizan el arbitraje y la mediación como herramienta principal, trabajan con la violencia de género o no. En caso afirmativo, si utilizan la mediación y el arbitraje también en estos casos.

Se ha hecho una evaluación de los servicios en el año 2007, arrojando como resultado severas deficiencias de los mismos; inaccesibilidad, especialmente para los sectores rurales; utilización de conciliación por parte de las Defensorías; falta de servicios o brigadas en algunas poblaciones; derivación innecesaria de una institución a otra; falta de sanción a los agresores; falta de coordinación de los dirigentes de la comunidad que ejercen la justicia comunitaria con los SLIM’s o la Policía en casos de violencia de género, cosa que no se da en otros delitos; falta de claridad sobre el rol que debe cumplir la autoridad comunitaria; poca disponibilidad de horarios y otras fallas graves, que exigen un salto cualitativo y una profundización de los esfuerzos para garantizar los derechos de las usuarias.

Para mejorar el estado de los servicios, el Estado ha implementado  el Programa nacional  de Lucha contra la violencia en razón de género para la Gestión 2009 – 2011 cuyo objetivo es fortalecer el sistema de atención integral a mujeres víctimas de violencia en razón de género, en coordinación con los gobiernos autónomos y municipales, la policía nacional y los administradores de justicia, para mejorar los procesos de prevención, detección, atención y sanción de la violencia contra las mujeres.

V. PRESUPUESTO

En relación al Presupuesto Nacional, pareciera que no existe una partida presupuestaria específica y genuina para la implementación del Plan Nacional de violencia. El Programa se financiaría con apoyo de donaciones. Según el reporte gubernamental: “El Programa nacional de Lucha Contra la Violencia en Razón de Género cuenta con 200.000 Euros para la gestión 2010 subvencionado por la Agencia Española de Cooperación internacional.” Esto nos plantea dudas con respecto al compromiso del Estado con la erradicación de la violencia, por un lado, y con la sustentabilidad del Plan, por el otro. 

Existe un vacío de información sobre cuál es el porcentaje del presupuesto nacional asignado por año a: comisarías de mujeres, fiscalías u otras entidades receptoras de denuncias;  capacitación de funcionarios/as; servicios especializados: refugios y casas de acogida; línea de asistencia gratuita, asesoría jurídica gratuita, patrocinio jurídico gratuito y consejería psicológica gratuita; campañas de prevención de la violencia contra las mujeres; y servicios de salud para las mujeres afectadas por la violencia a nivel nacional.

VI. INFORMACION Y ESTADISTICAS

En el año 2009 se logró construir una herramienta para recoger datos de los casos recibidos por los Servicios Legales Integrales Municipales (SLIMs), obteniéndose como resultado datos oficiales sobre el primer semestre de la gestión 2009 de las principales ciudades capitales del país.

Asimismo, se conformó un Comité Técnico Estadístico de Violencia de Género al interior del Instituto Nacional de Estadísticas, para incidir en el fortalecimiento de los Registros Administrativos de todas aquellas entidades que registran casos de violencia intrafamiliar y sexual como ser las Brigadas de Protección a la Familia, Juzgados de Instrucción de Familia, Fiscalía y otros, dentro del  “Programa Nacional de Lucha contra la Violencia en Razón de Género”.

Asimismo, se recolectan datos a través de la Encuesta Nacional de Demografía y Salud (ENDSA), que realiza el Ministerio de Salud y Deportes y el Instituto Nacional de Estadística de Bolivia, cada 5 años y que tiene como objetivo proporcionar información actualizada sobre fecundidad, salud en general y salud reproductiva, nutrición de los niños/as, mortalidad,  morbilidad en los primeros años de vida, mortalidad materna, Salud Sexual reproductiva, VIH/SIDA, Violencia contra la mujer. El último ENDSA es del año 2008. 

La respuesta sobre la capacitación de los encuestadores, tendiente a averiguar si están capacitados en averiguar sobre roles de género y específicamente sobre violencia contra la mujer (cuya detección requiere habilidades especiales) fue contestada de manera muy general, que no permite concluir que están realmente capacitados en este tema.

También es imprecisa la respuesta sobre la implementación de registros sobre el número y características de las denuncias o casos de violencia contra las mujeres (no solo familiar, intrafamiliar o doméstica) accesibles al público.

Se considera una buena práctica la implementación, por parte del Viceministerio de Igualdad de Oportunidades de la “Unidad de Género Estadísticas e Indicadores”, que tiene por misión transversalizar la temática de Género en el quehacer estadístico de los diferentes sistemas de información existentes en el país, para su transferencia al INE y posterior validación como información oficial.  

4. Conclusiones


El proceso de transformación estructural en el que está inmersa Bolivia, requiere de una profundización de sus esfuerzos para eliminar la discriminación contra las mujeres, fortalecer las medidas y mecanismos para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres y avanzar en la implementación de los cambios constitucionales. Sólo de esta manera el Estado Plurinacional será un avance para las mujeres.


Gran parte de la transformación en marcha está en el texto constitucional. Pero este requiere de todo un plexo legislativo acorde para su implementación y puesta en funcionamiento. Asimismo, deberán ponerse en marcha procesos de capacitación y actualización jurisprudencial en todos los departamentos del país, para que las Convenciones Internacionales que consagran derechos para las ciudadanas, sean debidamente implementadas. Además del obligado control de constitucionalidad que los jueces habitualmente realizan, se requiere la implementación generalizada del control de convencionalidad, garantizando que todas las sentencias están adecuadas a las convenciones ratificadas por el país, en este caso, adecuadas a la Convención de Belém do Pará.


Las respuestas a las distintas secciones del cuestionario del MESECVI muestran un desarrollo desigual en las áreas enfocadas. Así, a la par del impresionante avance jurídico, (aún incompleto) no se han desarrollado acciones paralelas para llevar a la práctica esos principios. No se cuenta con partidas presupuestarias para enfrentar la violencia de género; son parciales y escasos los esfuerzos para garantizar el acceso a la justicia a las mujeres que sufren violencia; falta estabilidad y poder de decisión en los espacios de género encargados de conducir los planes nacionales que incluyen a la violencia; el desarrollo del sistema de estadísticas es embrionario y no hay esfuerzos de investigación avanzados.

5. Recomendaciones generales y específicas

5.1. Recomendaciones Generales

· Continuar el proceso de implementación de las normas constitucionales que consagran el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia, a través de la sanción de la legislación integral  pertinente, la creación y fortalecimiento de los órganos adecuados para su puesta en práctica; la dotación de los recursos del presupuesto nacional acordes con el desafío planteado y su apropiación ciudadana.

· Avanzar en la capacitación al poder judicial con contenidos de derechos humanos, equidad de género y violencia contra las mujeres, a fin de mejorar el acceso a la justicia de las mujeres que sufren violencia.

· Incrementar los esfuerzos realizados para contar con un sistema de estadísticas que permita medir la dimensión de la violencia contra las mujeres tanto en las áreas urbanas como rurales.

5.2. Recomendaciones Específicas

· Acelerar la sanción y puesta en práctica de una ley integral de violencia que cubra todas las áreas de ocurrencia de la misma, así como todas las formas de violencia, incluyendo la violencia mediática, la violencia obstétrica, la violencia contra la libertad reproductiva,  el acoso sexual en el empleo y otras áreas. (Artículo 7 inc. c) de la Convención de Belém do Pará).

· Revisar la legislación y las prácticas relacionadas con la protección de las niñas, niños y adolescentes para evitar su reclusión en casos de orfandad, abandono o extrema pobreza (Artículo 7 inc. e) de la Convención de Belém do Pará).

· Revisar la legislación penal para eliminar disposiciones discriminatorias, como la criminalización de prácticas médicas solo realizadas por mujeres. (Artículo 7 inc. e) de la Convención de Belém do Pará).

· Ampliar el ámbito de protección para el acoso sexual, que solo está previsto en el ámbito académico. (Artículo 7 inc. c).

· Elaborar un Plan Nacional para la Erradicación, Sanción y eliminación de la violencia de Género, con alcance en todos los departamentos del país, incluyendo áreas rurales y urbanas, que cuente con partidas presupuestarias específicas. (Artículo 8).

· Realizar campañas permanentes y políticas públicas sostenibles para la erradicación de prejuicios que originan las desigualdades entre mujeres y varones. (Artículo 8, incisos a y b).

· Atender la situación de las mujeres privadas de libertad, garantizando el pleno respeto a sus derechos humanos. Artículo 7 inc. a) de la Convención de Belém do Pará.

· Garantizar estabilidad y potenciar el espacio de género en el Estado, encargado de conducir las políticas de equidad de género y erradicación de la violencia contra las mujeres. (Artículo 7 inc. h).

· Se deberá velar por la  conformidad de los conceptos y prácticas indígenas tradicionales con el marco jurídico de  la Convención de Belém do Pará y el resto de los tratados de derechos humanos ratificados por el país. Estos tratados rigen y otorgan titularidad en el goce de los derechos a todos y todas sus habitantes, incluyendo los pueblos indígenas y originarios. (Artículo 9).

· Incorporar  contenidos de derechos humanos, equidad de género y violencia contra las mujeres en la enseñanza a todos los niveles incluyendo el académico. El conocimiento de estos contenidos debería ser requisito indispensable para acceder a y/o ejercer la magistratura u otros cargos en el poder judicial. (Artículo 8, incisos b y c).

· Extender las actividades de capacitación al poder judicial, en los contenidos arriba mencionados, a jueces y juezas de todo el país. (Artículo 8, inciso c).

· Garantizar servicios adecuados para la atención de las mujeres que sufren violencia, tanto en las áreas urbanas como rurales. Los servicios deben estar a cargo de personas especialmente formadas para atender esta problemática; (Artículo 8, inciso d).

· Difundir la prohibición de aplicar mecanismos de mediación a casos de violencia en todos los centros y servicios de atención, casas de justicia y otros espacios, comunitarios o estatales, evitando mensajes ambiguos o mecanismos de mediación o arbitraje que limiten o diluyan la gravedad de los hechos. (Artículos 3, 5 y 7).

· Implementar Protocolos de atención de los casos de abortos no punibles (violación y terapéutico) en todos los hospitales del país, garantizando su correcta aplicación. (Artículo 7 inc. h).

· Incluir a las mujeres que sufren violencia en los mecanismos para reparación a las víctimas, como la Caja de Reparaciones para las víctimas de delitos. (Artículo 7, inciso g).

· Proveer una partida presupuestaria específica y genuina para la implementación del Plan nacional de violencia contra las mujeres. (Artículo 7 inc. h).

· Continuar y profundizar el esfuerzo para recabar estadísticas sobre violencia de género. (Artículo 8, inciso h).

· Promover investigaciones sobre la violencia contra las mujeres en los distintos espacios, sus causas y consecuencias. (Artículo 8, inciso h). 

ESTADO PLURINACIONAL DE BOLIVIA
OBSERVACIONES Y COMENTARIOS AL INFORME FINAL DE BOLIVIA SOBRE LA CONVENCIÓN INTERAMERICANA PARA PREVENIR, SANCIONAR Y ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER, CONVENCIÓN DE BELÉM DO PARÁ (MESECVI).

I. ANTECEDENTES.

El Ministro de Relaciones Exteriores, mediante nota VRE-DGRM-UPOI-02895/2011 da a conocer el facsímil enviado por nuestra Misión Permanente en Washington D.C, el que  adjunta nota de la Secretaría Permanente de la CIM, en su carácter de Secretaría Técnica del Comité de Expertas (CEVI) del Mecanismo de Seguimiento de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Contra la Mujer Convención de Belem do Para Manifestando que la Misión Permanente se sirva remitir a su Autoridad Nacional Competente (ANC) ante el MESECVI el informe Final del País, adoptado durante la Séptima Reunión del CEVI el 29 de septiembre de 2011 para que la ANC pueda efectuar sus observaciones y comentarios finales y remitirlos a la Secretaría antes del 31 de enero de 2012.

II.        OBSERVACIONES Y COMENTARIOS AL INFORME FINAL SOBRE BOLIVIA.

Al punto 1. AVANCES REGISTRADOS EN EL PAÍS.

Sin observación ni  comentario. 

Al punto 2. OBSTÁCULOS ENFRENTADOS.

Al párrafo primero. 

En respuesta a la necesidad de consolidar las conquistas de los pueblos indígena originario campesinos y erradicar el racismo y toda forma de discriminación el Estado Plurinacional de Bolivia ha promulgado la Ley  045/2010 Contra el Racismo y toda Forma de Discriminación cuyo objeto es  establecer mecanismos y procedimientos para la prevención y sanción de actos de racismo y toda forma de discriminación en el marco de la Constitución Política del Estado y Tratados Internacionales de Derechos Humanos como también  eliminar conductas de racismo y toda forma de discriminación y consolidar políticas públicas de protección y prevención de delitos de racismo y toda forma de discriminación, entre sus principios contiene el de equidad de género y de acción afirmativa para lograr la igualdad de oportunidades (Anexo 1 Ley Contra el Racismo y toda Forma de Discriminación).

El Decreto Supremo 0762 de fecha 5 de enero de 2011 reglamenta la Ley Contra el Racismo y toda Forma de Discriminación y regula las medidas de prevención, implementación de políticas públicas  y sanción de los actos de  de discriminación (Anexo 2 Decreto Supremo 0762 de fecha 05 de enero de 2011).

Por otra parte se ha creado el Viceministerio de Descolonización, dependiente del Ministerio de Culturas. Entre sus atribuciones esta el desarrollar  políticas para la prevención y erradicación de toda forma de discriminación, racismo, xenofobia e intolerancia cultural. Al interior de este Viceministerio se ha creado la Dirección General de Lucha contra el Racismo, de la que depende la Unidad de despatriarcalización, la misma que tiene como misión “Despatriarcalizar el Estado colonial y neoliberal, las familias, la sociedad y la religión”. Entre sus objetivos está “visibilizar, desestabilizar, poner en crisis las relaciones patriarcales y transformar las relaciones de poder existentes en el Estado Plurinacional para constituir una sociedad justa y armoniosa”.

En el ámbito político el derecho a la participación política, además de estar consagrado en la CPE esta calificado como un derecho fundamental de cada ser humano en diferentes instrumentos internacionales, pero, a pesar de este reconocimiento como derecho universal, en la práctica se observan barreras para la plena participación de las mujeres. En función de superar esta situación y promover la igualdad y justicia social como valores básicos colectivos, La Asamblea Legislativa Plurinacional ha aprobado la Ley No 4021 Régimen Electoral Transitorio de 14 de abril  2009 la Ley del Órgano Electoral, promulgada el 16  de junio de 2010 y la Ley de Régimen Electoral, promulgada el 30 de junio de 2010, incorporando los principios constitucionales de inclusión, no discriminación, igualdad de oportunidades, equidad de género, equivalencia paridad y alternancia en la participación política de las mujeres (anexo 3 Ley del Régimen Electoral Transitorio, anexo 4 Ley del Régimen Electoral No.026, anexo 5 Ley del Órgano Electoral).

De manera inédita en la historia de Bolivia las Magistradas y Magistrados del Tribunal Supremo de Justicia, Tribunal Agroambiental, Tribunal Constitucional Plurinacional de Bolivia y las/os Consejeras/os del Consejo de la Magistratura fueron electas(os) mediante sufragio universal en octubre de 2011.

En este contexto, importantes avances fueron obtenidos respecto al ingreso de las mujeres en posiciones de poder en este Órgano, que alcanzan por primera vez un 43% entre las autoridades titulares en estas instancias. Previo al desglose de los datos, cabe subrayar la importancia de la actuación articulada de los movimientos, organizaciones e instituciones de mujeres para este logro, y sus aportes específicos respecto a:

La Constitución garantiza que la participación será equitativa y en igualdad de condiciones entre hombres y mujeres (art. 26).

La Ley de Régimen Electoral, además de incluir la igualdad y equivalencia entre los principios de observancia obligatoria que rigen el ejercicio de la Democracia Intercultural, de manera explícita obliga las autoridades a garantizar y cumplir con la equidad de género y la igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres con base en los criterios de alternancia y paridad (art. 11).
La Ley del Órgano Electoral, señala entre los postulados electorales “la aplicación obligatoria de la paridad y alternancia en la elección y designación de todas las autoridades y representantes del Estado” (art. 8).

En las elecciones judiciales del 16 de octubre del año 2011 se presentaron 115 candidatas/os y tras una etapa de preselección en la Asamblea Legislativa Plurinacional, 56 nuevas autoridades judiciales (entre titulares y suplentes) fueron elegidas por sufragio. En el Tribunal Supremo de justicia se tiene una representación de 33% mujeres titulares, y 67% de mujeres suplentes, en el Tribunal Constitucional se tiene una representación de 57% de Mujeres titulares y 43% de mujeres suplentes, en el Tribunal agroambiental se tiene una representación de 43% de mujeres titulares y un 71% de  mujeres suplentes, en el Consejo de la magistratura se tiene un 40% de mujeres titulares y un 57% de mujeres suplentes, (fuente Acta de cómputo nacional de resultados de las elecciones con datos del Tribunal Supremo Electoral.
Se puede observar un incremento importante de presencia  de las mujeres que ha ha dejado de representar una minoría de 13% y pasó a ocupar 43% en estas instancias. El mayor avance se ha dado en el Tribunal Constitucional, donde no había ninguna mujer entre autoridades y alcanzaron la mayoría, con un 57% de los puestos titulares.

En relación a la representación política de las mujeres a nivel municipal se logró un importante avance, ya que las mujeres representan el 43%(786) de Concejalías titulares electas. En relación a la conducción de los gobiernos Autónomos Municipales 23 son alcaldesas de los 337 municipios existentes, y representan solo el 7% del total.

En aplicación del Art.172 numeral 22 de la CPE. Designar a las Ministras y Ministros de Estado, respecto al carácter plurinacional y la equidad de género en la composición del gabinete ministerial, el Presidente Evo Morales ha conformado un gabinete compuesto en un 45% por mujeres, este hecho histórico muestra la voluntad política de garantizar los derechos de las mujeres.

El proceso de conformación de la Asamblea Constituyente para la elaboración de la Nueva Carta Magna ha sido un momento importante y un primer paso real hacia el incremento de la participación de mujeres en materia legislativa. Como resultado del tipo de votación definido para su conformación, basado en la lógica de binomio y alternancia, 33% de las(os) representantes que componían la Asamblea han sido mujeres. Esto, además de significar un avance en términos numéricos según criterios de participación - al haberse superado por primera vez el 30% de mujeres previamente planteado en las cuotas-, significó también un relevante avance cualitativo, al haber propiciado la inclusión de la perspectiva de la equidad de género en diferentes artículos de la nueva ley suprema del Estado. Entre ellos, el art. 8, que garantiza la equidad de género en la participación y el art. 147, con la previsión explicita de: que "en la elección de asambleístas se garantizará la igual participación de hombres y mujeres".

En este marco, las elecciones de 2009 (posteriores a la promulgación de la nueva CPE) evidencian un salto considerable en el número de mujeres parlamentarias a nivel nacional, en la recién creada Asamblea Legislativa Plurinacional, alcanzando la marca histórica de un 44% de la composición del Senado y 23% en la Cámara de Diputados.

Acceso al trabajo.
Según el art. 46 de la CPE, el Estado Plurinacional de Bolivia ”reconoce el derecho de las mujeres a un trabajo digno garantizándole la misma remuneración que a los hombres por un trabajo de igual valor, tanto en el ámbito público como en el privado”.En el marco del Plan Nacional de Desarrollo, la política de empleo diseñada para la gestión 2006 -2011 se sustenta en que la baja productividad de los sectores y de las empresas ha impedido un crecimiento sostenido de empleos, salarios y en general del nivel de vida de la población boliviana. De esta manera, constituye un avance fundamental  la nueva concepción que articula el desarrollo productivo y el empleo digno y que se refleja en el Plan Sectorial de Desarrollo Productivo y Empleo Digno, involucrando tanto al Ministerio de Desarrollo Productivo y Economía Plural, como al Ministerio de Trabajo, Empleo y Previsión social. (Fuente  Ministerio de Desarrollo  Productivo y Economía Plural y Ministerio de trabajo.

El Ministerio de Trabajo también implementa el Programa Mi primer Empleo Digno en las ciudades de El Alto, La Paz, Cochabamba y Santa Cruz, mediante acciones de formación técnica laboral a mujeres y hombres. Entre el 2008-2011 se ha capacitado a 1.583 mujeres y 1.472 hombres en su mayoría jóvenes. Asimismo, se ha implementado un bono especial para las mujeres jóvenes embarazadas con el fin de superar las limitaciones sociales culturales que enfrentan las jóvenes embarazadas para acceder a oportunidades de capacitación y empleo (Fuente Ministerio de Trabajo).

Acceso a la vivienda.

En el marco del Decreto Supremo  No. 28794 de 12 de julio de 2006, se crea el Programa de Vivienda Social y Solidaria, PVS, a cargo del Ministerio de Obras Públicas, Servicios y Vivienda como instrumento de la nueva política de vivienda, con la finalidad de establecer y consolidar mecanismos que faciliten el acceso a la vivienda  bajo los preceptos de equidad social. Uno de los objetivos del Programa hace mención explícita a las mujeres: f) la inclusión de la mujer como participante y beneficiaria, que puede acceder a soluciones habitacionales mediante crédito y subsidio con o sin aporte propio tanto en el área urbana como rural”.(Sistema de información de proyectos, VMVU) (Anexo 6 D.S. No.28794).
Tenencia de la tierra.

El derecho de las mujeres a la tierra se ha constitucionalizado en el Art.395 de la CPE “la dotación se realizará de acuerdo con las políticas de desarrollo rural sustentable y la titularidad de las mujeres al acceso, distribución y redistribución sin discriminación por estado civil o unión conyugal”. El art. 401 estable que “El Estado tiene la obligación de promover políticas dirigidas a eliminar todas las formas de discriminación  contra las mujeres en el acceso, tenencia y herencia de la tierra”.

Los Avances en términos de titulación son importantes, entre el 2008 y el 2010, más  de 28 mil títulos han sido emitidos exclusivamente para mujeres. El derecho de las mujeres a la tierra se ha constitucionalizado en su Art.395 y los avance en términos de titulación son importantes entre el 2008 y el 2010, mas de 28.000 títulos han sido emitidos exclusivamente para  mujeres. (Fuente Instituto Nacional de Reforma Agraria).

La Ley de Reconducción de la Reforma Agraria No.3545 de fecha 28 de noviembre de 2006 establece en su disposición final octava la equidad de género y establece” Se garantiza y prioriza la participación de la mujer en los procesos de saneamiento y distribución de tierras. En caso de matrimonio y uniones conyugales libres o de hecho, los títulos ejecutoriales serán emitidos a favor9 de ambos cónyuges o convivientes que se encuentren trabajando, consignando el nombre de la mujer en primer lugar. Igual tratamiento se otorgará en los demás casos de copropietarios mujeres y hombres que se encuentren trabajando la tierra, independientemente de su estado civil. (Anexo 7 Ley No. 3545 de 28 de noviembre de 2006).

Al párrafo segundo. 

El Ministerio de Justicia a través del Viceministerio de Igualdad de Oportunidades, estableció contacto con 132 SLIM’s de 114 municipios de Bolivia para programar futuras capacitaciones y hacer seguimiento sobre la apertura de SLIM’s.
Durante el año 2011 se realizaron capacitaciones a funcionarios/as públicos/as mediante talleres, encuentros departamentales y visitas a las oficinas de SLIM’s de diversos departamentos sobre la implementación del Registro único de violencia, habiendo capacitado sobre llenado de Registro Único de Violencia (RUVI) y sistema de información sobre violencia intrafamiliar (SIVIF)  a 116 SLIM’s.  
En este proceso 505 servidores públicos han sido fortalecidos en su capacidad de atención y registro de los casos de violencia teniendo como participantes a responsables de SLIM’s, Brigadas de Protección a la Familia y Autoridades Municipales, Direcciones de Género. 
Se ha fortalecido el Sistema de Información de  Registro de Violencia de la Policía logrando incorporar indicadores y  sobre la base de un Convenio reportará los datos registrados sobre atención a la Violencia intrafamiliar al INE para fortalecer la  generación de datos oficiales. (Anexo 8 CD sobre el sistema de información SIVIF y RUVI).

Al párrafo tercero.
Ante la problemática sobre Trata de Personas y Tráfico de Migrantes, Bolivia ha realizado varias acciones relevantes en la lucha contra este flagelo.  En el año 2005, se promulga la Ley 3160 contra el Tráfico de Niños, Niñas y Adolescentes, que tipifica y sanciona el tráfico de personas menores de 18 años y otros delitos relacionados no previstos en el Código Penal.  Posteriormente se deroga la citada ley a través de la Ley No. 3325 incluyendo la Trata y Tráfico de Personas y otros delitos relacionados. 
En agosto de 2005, el D.S. 28297 crea el Consejo Nacional de Lucha Contra el Tráfico y Trata de Personas bajo la coordinación inicial del Viceministro de Justicia,  cuya finalidad es la de sistematizar, ejecutar y evaluar la política nacional  de protección, prevención,  represión y rehabilitación de actos vinculados al Tráfico y Trata de Personas.  
En la gestión 2011 el VIO cuenta con una Estrategia Nacional de Lucha Contra la Trata y Tráfico de Personas aprobado por el Consejo Nacional de Lucha Contra la Trata y Tráfico de Personas.

Se cuenta con un programa integral conjunto para combatir y reducir la trata de personas en la frontera Boliviano-Argentina.

El programa conjunto del UN. GIFT apoyará el Estado Plurinacional de Bolivia en la aplicación de políticas eficaces de lucha contra la trata de personas, con un enfoque integral, priorizando poblaciones vulnerables como son los niños, niñas y adolescentes de edad y los migrantes laborales de Bolivia hacia Argentina.
Los objetivos específicos del programa son tres:
· Aumentar la conciencia sobre el tema en la población general y los grupos vulnerables; 

· Fortalecer las capacidades de las instituciones encargadas de prevenir y reprimir la trata de personas; 

· Mejorar la identificación y asistencia a las víctimas de la trata de personas.

Se cuenta con un diagnóstico de las instituciones públicas y privadas que trabajan en la temática en la frontera sur (Bermejo, Yacuiba y Villazón), en el marco del Programa Integral Conjunto para Combatir y Reducir la Trata de Personas en la Frontera Bolivia-Argentina.
Se ha desarrollado el Pre-Congreso Latinoamericano de Trata de Personas y Acceso a la Justicia en coordinación con el Centro de Capacitación y Servicio para la Mujer (CECASEM).
Existe un Plan Decenal para trabajar la trata y tráfico de personas en coordinación con los países fronterizos del MERCOSUR .Las instancias responsables de su ejecución son el Ministerio de Justicia, Ministerio de Gobierno, Ministerio de Relaciones Exteriores, las gobernaciones y las alcaldías fronterizas. En ese marco, la Defensoría del Pueblo anunció papel articulador para la adhesión a la Red Anti Trata y Tráfico- RTT Mercosur & Países asociados, en calida de máxima institución de los derechos humanos en Bolivia.
Al párrafo Sexto y Séptimo.
Después de 14 años se promulga una nueva Ley de Pensiones que reestructura el sistema de jubilación que regía desde 1996. Ente los principales cambios  destaca la incorporación de un modelo social que pretende mejorar las rentas bajas a través de un fondo Solidario.
Asimismo, incluye entre sus principios la Igualdad de Género que es definida como “proveer mecanismos necesarios y suficientes para cerrar brechas de desigualdad, en las prestaciones y beneficios de la Seguridad Social de Largo Plazo entre hombres y mujeres”. El artículo 78 se refiere a la reducción de edad de jubilación para mujeres (Anexo 9  Ley No. 065 de 10 de diciembre de 2012).

El Seguro Universal Materno Infantil SUMI, administrado por los gobiernos municipales, está dirigido a disminuir la morbi-mortalidad materna e infantil, además de aumentar la cobertura por medio de prestaciones esenciales de salud, con orientación preventiva y curativa, otorgando prestaciones a las madres desde el inicio de la gestación hasta los seis meses posteriores al parto y a los niños y niñas hasta los cinco años de edad.
El Bono Juana Azurduy. 
El Decreto Supremo No. 66 de 3 de abril de 2009, crea el Bono Juana Azurduy con el objetivo de disminuir la mortalidad materno infantil y la desnutrición crónica en niños y niñas menores de dos años. Según el Ministerio de Salud con este Bono se ha logrado disminuir la desnutrición en el país del 27 al 15% en niños menores de dos años. (Anexo 10 Decreto Supremo No.66 de 3 de abril de 2009).
El Bono benefició a 226.787 madres y 638.208 niños y niñas menores de dos años. Además 150.000 madres asisten a sus controles prenatales y posnatales. Al mismo tiempo el bono ha incrementado demanda de servicios integrales de salud de mujeres embarazadas, a través de transferencias individuales por el cumplimiento de corresponsabilidades en salud. Esto se complementa con la otorgación gratuita de certificado de nacimiento y cédula de identidad para las madres. (Fuente Ministerio de Salud).
Al Párrafo Octavo.
El reconocimiento de la equidad de género, la no diferencia de roles, la no violencia y la vigencia plena de los derechos humanos como valores que deben incorporarse a todo nivel y en particular en el sistema de educación establecido en el artículo 79 del texto constitucional constituyen pilares fundamentales para desnaturalizar y prevenir la violencia contra las mujeres. La Ley No. 70  de la Educación “Avelino Siñani” – Elizardo Pérez”  recoge los derechos constitucionalizados y establece además entre otros principios que la educación es “descolonizadora y despatriarcalizadora” con lo cual se genera el marco normativo para desarrollar procesos de formación docente, currícula y procesos organizacionales enmarcados en éstos lineamientos. Tiene como base técnica científica y tecnológica, desarrollando los conocimientos y saberes desde la cosmovisión de las culturas indígena originaria campesinas, comunidades interculturales y afro bolivianas, en complementariedad con los saberes y conocimientos universales, para contribuir al desarrollo integral de la sociedad, es promotora de la convivencia pacífica, contribuye a erradicar toda forma de violencia en el ámbito educativo, para el desarrollo de una sociedad sustentada en la cultura de paz, el buen trato y el respeto a los derechos humanos individuales y colectivos de las personas y de los pueblos. (Anexo 11 Ley No.70 de la Educación “Avelino Siñani” – Elizardo Pérez).

Al Párrafo Noveno.

La Ley No 073 de 22 de diciembre de 2011 de Deslinde Jurisdiccional tiene por objeto regular los ámbitos de vigencia, dispuestos en la Constitución Política del Estado, entre la jurisdicción indígena originaria campesina y las otras jurisdicciones reconocidas constitucionalmente y determinar los mecanismos de coordinación y cooperación entre las jurisdicciones en el marco del Pluralismo jurídico. El Art.5, parágrafo II de esta ley señala “Todas las jurisdicciones reconocidas constitucionalmente prohíben y sancionan toda forma de violencia contra niñas, niños, adolescentes y mujeres”. Es ilegal cualquier conciliación respecto de éste tema.

Entre sus principios promueve, protege y garantiza la igualdad y equidad  entre hombres y mujeres, en el acceso a la justicia a cargos y funciones, en la toma de decisiones, en el desarrollo del procedimiento de juzgamiento y la aplicación de sanciones (art.4 inc. h).

El art.5 hace referencia al respeto de los derechos fundamentales y garantías institucionales y establece expresamente en el inc V. “El linchamiento es una violación a los derechos humanos y no esta permitido en ninguna jurisdicción y será prevenido y sancionado por el Estado” .(Anexo 12 Ley No.073 de 22 de diciembre de 2011 de Deslinde Jurisdiccional)

Al Párrafo Décimo. 

La fragilidad del mecanismo se expresa en los siguientes aspectos i) el tema financiero  ya que aunque  la normativa del Ministerio de Economía y Finanzas Públicas establece la obligatoriedad de asignar recursos públicos para la equidad de género, el aporte máximo proveniente del tesoro general del Estado no ha superado el 25% del presupuesto del VIO. Es decir que existe una gran dependencia del aporte financiero de la cooperación internacional para la institucionalidad del mecanismo.  

Al punto 3.  EVALUACIÓN CUESTIONARIO.

I. LEGISLACIÓN. 

Al párrafo Primero.

Sin observaciones ni comentario.

Al párrafo Segundo.

La Comisión de Derechos Humanos de la Asamblea legislativa Plurinacional conjuntamente con la Defensoría del Pueblo y el Viceministerio de Igualdad de Oportunidades ha socializado y validado el Proyecto de Ley Integral Contra la Trata y Tráfico  que tiene por objeto  garantizar los derechos humanos de las personas posibles víctimas de trata y tráfico mediante acciones integrales de prevención, protección y persecución del delito y contempla políticas y estrategias plurinacionales contra la trata y tráfico de personas, como también los mecanismos de prevención, protección, asistencia y reintegración de las personas en situación de Trata y Tráfico asimismo contempla el endurecimiento de las penas en casos de trata y tráfico, pornografía infantil, cliente ilícito, y violencia sexual comercial entre otros con penas de 15 a 20 años  (Anexo 13 Proyecto de Ley Integral contra la de trata y tráfico).
Por otra parte  la dinámica de la Asamblea Legislativa Plurinacional, ha brindado  un momento adecuado para hacer efectivos las propuestas de transversalización de género en la normativa, en este marco se ha construido  un espacio de articulación liderado por VIO – a través de la Dirección General de Prevención y eliminación de todas las formas de violencia en razón de género y generacional, la Plataforma de Mujeres Asambleístas, la Alianza de Organizaciones de Mujeres por la Revolución Intercultural y la Unidad, el Comité Impulsor de la Agenda Legislativa desde las Mujeres, representando a diferentes  ONG, s ha permitido encarar procesos de construcción  amplia y consensuada de una Agenda Legislativa a favor de las mujeres priorizando este proyecto para su incorporación en la Agenda legislativa. Este esfuerzo de articulación ha sido liderado por el VIO y ha posibilitado su entrega en acto público el cinco de agosto de 2011.
De igual manera el Consejo Nacional Contra la Trata de Personas y Tráfico ilícito de Migrantes que funciona a la cabeza del Ministerio de Justicia, en el marco de la Nueva Ley de Autonomías y Descentralización, impulsa la creación de Consejos Departamentales y regionales, con el fin de lograr mayor coordinación y eficacia en la lucha contra este problema social.
Al párrafo Quinto.
La Ley 073 de 29 de diciembre de 2010 de Deslinde Jurisdiccional en su artículo 5 (respeto a los derechos fundamentales y garantías constitucionales) establece su parágrafo IV. Que todas las jurisdicciones reconocidas constitucionalmente, prohíben y sancionan toda forma de violencia contra niñas, niños, adolescentes y mujeres. Es ilegal cualquier conciliación respecto de este  tema.
El Ministerio de Justicia a  través de su brazo operativo El SEDAVI, brinda orientación legal a las persona que acuden al Servicio Estatal de Atención y Protección Integral, víctimas de delitos de violencia,  tiene por finalidad otorgar los servicios a personas de escasos recursos económicos, patrocinio legal en todas las instancias procesales y la debida asistencia social y psicológica durante el periodo de la denuncia y el proceso penal hasta su conclusión, de manera gratuita. Asimismo los servicios de los Centros Integrados de Justicia, prestan estos mismos servicios, a nivel nacional.
Respecto a Las Casas de Justicia y los Centros Integrados de Justicia, brindan servicios de Orientación Jurídica, psicológica  y patrocinio legal de forma civil, familiar, violencia Intrafamiliar posteriormente estos servicios pasaran a depender de los SIJPLU  (Servicios Integrados de Justicia Plurinacional), se fusionaran las Casas de Justicia, Centros Integrados de Justicia y SEDAVI. Se respaldan en la ley 1674, no dándose la conciliación en casos de violencia sino de interés patrimonial.
Al presente se ha fortalecido el acceso a la justicia gestionando la construcción de infraestructura con siete Centros Integrados de justicia Plurinacional (SIJPLU) y 12 Centros Integrados de Justicia en funcionamiento, con un presupuesto de 30.174,987 bolivianos.
En el párrafo Octavo.
Además de estos avances normativos señalados, se ha promulgado la Ley No. 7 de Modificaciones al Sistema Penal. Entre sus aspectos importantes esta norma establece el proceso inmediato para delitos en flagrancia y endurece los castigos a jueces, juezas, fiscales, abogados/as e investigadores/as que sean sorprendidos en actos de corrupción. Esta ley busca ampliar la protección ciudadana y establecer modificaciones al Código de Procedimiento Penal. (Anexo 14 Ley No.7 de modificaciones al sistema penal de fecha 18 de mayo de 2010)

En el párrafo Décimo.
Estrategia Comunicacional.

La estrategia comunicacional cuenta con varios componentes como ser comunicación alternativa, difusión masiva, información pública abogacía y alianzas estratégicas esta gestión bajo el lema “Ni una más, violencia nunca más”, el Ministerio de Justicia a través del Viceministerio de Igualdad de Oportunidades, impulsó la campaña contra  la violencia hacía las mujeres  a nivel nacional en articulación con la Campaña Internacional del Secretario General de las Naciones Unidas.
 
“Reacciona Bolivia - Únete contra la violencia hacia las Mujeres”, es el mensaje completo que ha convocado a las diversas instituciones Gubernamentales y de la sociedad civil  para la realización de diversas acciones conjuntas para lograr una vida libre de violencia que tiene el objetivo de desnaturalizar la Violencia contra las Mujeres. 
Se elaboraron Materiales de difusión diez gigantografías,  20 pasacalles, producción de tres spots televisivos: Violencia contra la mujer, Trata y Tráfico de Personas y Feminicidio, difundidos en  Red ATB, Bolivisión y Bolivia TV a nivel nacional.
Producción de 3 cuñas radiales en tres idiomas: castellano, aymara y quechua, difundidas en Patria Nueva, y Radio los Yungas de La Paz, Radio Láser, FIDES, Play, Mega  y Mundial además de la Radio Comunitaria CEPRA. Se han Diseñado e impreso 30.000 ejemplares de soporte comunicacional  entre cartillas, afiches, volantes, etc., y  materiales institucionales del Viceministerio de Igualdad de Oportunidades. (Anexo 15. CD Campaña Reacciona Bolivia-únete contra la violencia hacia las mujeres).
II. PLANES NACIONALES.
En el Párrafo Primero.
El Plan Nacional de Igualdad de Oportunidades “Mujeres Construyendo la Nueva Bolivia, Para Vivir Bien” requirió de un debate profundo de orientaciones conceptuales que inspiraron las políticas públicas referidas a los derechos de las mujeres se pretende aportar a una comprensión más cabal acerca de la situación de las mujeres bolivianas. Es una estrategia de desarrollo con una visión común que Bolivia reconozca plenamente el aporte de las mujeres al desarrollo del país. Este reconocimiento deberá estar expresado en igualdad de oportunidades para el acceso a servicios, la plena participación en espacios de decisión, en la distribución equitativa de los recursos económicos, tecnológicos y patrimoniales, creándose las condiciones para un vida libre de violencia en razón de género. Para alcanzar esta visión, el Estado Plurinacional de Bolivia desarrolla sus acciones desde seis ejes de desarrollo:

1) Eje Económico Productivo Laboral.

2) Eje de educación

3) Eje de Salud

4) Eje violencia en razón de género

5) Eje de ciudadanía y Participación Política y Fortalecimiento institucional.

6)  Eje de Fortalecimiento Institucional
En el Eje Económico Productivo Laboral

Se destaca el Programa de patrimonio Productivo y Ciudadanía a Mujeres Productoras y Emprendedoras Rurales (SEMILLA) 3.753 mujeres han sido beneficiadas en 18 municipios de 4 departamentos con: servicios financieros, asistencia técnica y capacitación en derechos ciudadanos, impactando en el mejoramiento de las condiciones de vida y ejerciendo  sus derechos 
En 18 municipios se ha logrado 

· 1.031 mujeres emprendedoras capacitadas en derechos ciudadanos

· 1101 ciudadanas y ciudadanos cuentan con documentos de identidad saneados.

Bolivia cuenta con el programa “Patrimonio Productivo y Ciudadanía para mujeres en extrema pobreza de Bolivia – Semilla”.
El 2009 1324 mujeres en situación de extrema pobreza han sido beneficiadas.

El 2010 3.294 mujeres en extrema pobreza son beneficiadas.

El 2011 3.753 mujeres reciben apoyo para lograr su autonomía económica y el ejercicio de sus derechos.
Semilla ejecutó acciones para cerrar las brechas históricas de desigualdad en 18 municipios priorizados del país; 3753 mujeres se beneficiaron del programa para el logro de su autonomía económica y el ejercicio de sus derechos ciudadanos, de las cuales 2,553 recibieron asistencia técnica y un capital para iniciar emprendimientos productivos, 1,700 mujeres conforman 887 unidades económicas rurales.
El Programa a partir de acuerdos y convenios con los municipios de Colcha K, San Pablo de Lípez, Sn. Antonio de Esmoruco y Uyuni (Potosí); Pojo, Tiraque, Mizque, Pocona, Totora y Colomi (Cochabamba); Urubicha y Sn. Julián (Santa Cruz); Huari, Challapata, Caracollo y el Choro (Oruro) ha logrado que éstos gobiernos autonómicos realicen inversiones destinadas a cerrar las desigualdades en razón de género, por un total de Bs.1,539.000  Esta inversión contempla la implementación de infraestructura productiva, maquinaria y equipo, capacitación, promoción y difusión, asistencia técnica, etc.  
Durante la implementación del Programa SEMILLA, se ha coordinado con los 18 gobiernos municipales de cobertura geográfica del programa, para firmar convenios de cooperación en alianza hacia los objetivos propuestos, solo 8 municipios han incorporado presupuestos en los POAs municipales, los cuales están en proceso de implementación de los proyectos priorizados por las mujeres.

Con el resto de los municipios se han firmado acuerdos de intención de apoyo a las acciones del Programa en los ámbitos de Promoción, Difusión, Identificación de comunidades, organizaciones y mujeres beneficiarias, que no cuentan con presupuestos asignados en sus POAs. (Anexo 16 Plan Nacional para la Igualdad de Oportunidades “Mujeres Construyendo la Nueva Bolivia, Para Vivir Bien” aprobado mediante D.S No.29850 de 10 de diciembre de 2008)
En el Eje de Salud.
Se conformó la Red de Género en salud, junto con los nueve Servicios Departamentales de Salud (SEDES) y los programas de promoción  de la salud, todo en el marco de los lineamientos estratégicos de la política de género en salud 2011-2015.

Se brindó asistencia técnica y capacitación a servidores públicos, para transversal izar el enfoque de género y se elaboró una guía de implementación de los lineamientos de género y una cartilla para promover la participación ciudadana de las mujeres en salud.

Después de un análisis o una revisión de ésos aspectos mencionados se plantea una propuesta de programa dirigida a la reducción de todo tipo de violencia hacia las mujeres para lo cual se plantean los siguientes objetivos:

1 Diseño y formulación y readecuación de la normativa.

2  Acciones y políticas de prevención de todo tipo de violencia hacia las mujeres

3 Acceso oportuno y de calidad (atención) a una política integral que reduzca todo tipo de violencia hacia las mujeres.

4 Deconstrucción de patrones culturales que naturalizan todo tipo de violencia  hacia las mujeres y establecer una relación igualitaria y complementaria de género.

5 Seguimiento, evaluación y monitoreo de estos cuatro objetivos (normativa, prevención, atención, deconstrucción de patrones socioculturales).

Eje de Violencia.

Como una contribución importante el Viceministerio de Igualdad de Oportunidades ha elaborando el Programa Nacional de Lucha contra todo tipo de Violencia hacia las Mujeres desde una perspectiva intercultural que incide en mujeres indígenas y como su nombre lo dice aborda todo tipo de violencia entre ellas (VIF, Violencia sexual, feminicidio, trata y tráfico, violencia laboral y económica y violencia política.

En una primera parte este programa aborda el estado de la cuestión que comprende un marco conceptual y datos cuantitativos y cualitativos a nivel regional y departamental incidiendo en las particularidades culturales, para una mejor comprensión de las culturas por regiones se han determinado tres áreas regionales en el país que son la zona andina quechuas aymaras y afrodescendientes), la amazonía (Guarayos, Tacanas Moxeños Sirionó y otros, y  la zona del Chaco (los principales son los Guaraníes y los Ayoreos. Se muestran las construcciones de género la estructura de las organizaciones y la vivencia de la violencia de cada pueblo.

Después de un análisis o una revisión de ésos aspectos mencionados se plantea una propuesta de programa dirigida a la reducción de todo tipo de violencia hacia las mujeres para lo cual se plantean los siguientes objetivos:

6 Diseño y formulación y readecuación de la normativa.

7  Acciones y políticas de prevención de todo tipo de violencia hacia las mujeres

8 Acceso oportuno y de calidad (atención) a una política integral que reduzca todo tipo de violencia hacia las mujeres.

9 Deconstrucción de patrones culturales que naturalizan todo tipo de violencia  hacia las mujeres y establecer una relación igualitaria y complementaria de género.

10 Seguimiento, evaluación y monitoreo de estos cuatro objetivos (normativa, prevención, atención, deconstrucción de patrones socioculturales).

Eje de Fortalecimiento Institucional. 
Consejo Asesor Andino de Altas Autoridades de la Mujer e Igualdad de Oportunidades (CAAAMI)

Red de Mecanismos de la Mujer en la Región Andina (REMMA)

Bajo la Presidencia Pro tempore de  Bolivia se ha logrado:

·  Aprobación del Programa Andino para la equidad de género e igualdad de oportunidades.

· Aprobación del Reglamento Interno del CAAAMI.

·  Se ha elaborado y aportado en la identificación de indicadores de género regionales. (Evento de Lima).

 

Red de Mecanismos de la Mujer en la Región Andina REMMA. 
Bajo la Presidencia Pro Témpore de  Bolivia se ha aprobado el: 
·  Plan Anual de Acción Julio 2011 – Julio 2012 elaborado y  priorizado en Trata y Tráfico, Economía del Uso del Tiempo y Participación Política de las Mujeres en los países de las mujeres en la Comunidad Andina. (Aporte de Bolivia).

En el párrafo segundo. 

El Viceministerio de Igualdad de Oportunidades se constituye en ente rector de las políticas públicas destinadas a eliminar todas las formas de violencia y discriminación contra las mujeres y sus atribuciones y competencias están asignadas en el Decreto Supremo No. 29894 de la Organización del Órgano Ejecutivo  y por la Constitución Política del Estado tiene el de Formular, dirigir y concertar, políticas, normas, planes programas y proyectos que promueven la igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres de niños, niñas, adolescentes, juventud, personas adultas mayores y personas con discapacidad y respecto  al  incumplimiento de las acciones concurrentes del Plan estas están definidas conforme a las atribuciones y competencias de las instituciones públicas entre estas esta el de evaluar, monitorear la ejecución y cumplimiento de planes, programas y proyectos relativos a la equidad de género y la igualdad de oportunidades.

Sin embargo la normativa generada desde esta instancia es de cumplimiento obligatorio para todo el sector público, incluido el nivel departamental a través de las Direcciones Departamentales de Género o las Unidades Departamentales de Género y a nivel municipal los servicios Legales Integrales Municipales, SLIM, de atención a víctimas de violencia y las Defensorías de la Niñez y Adolescencia.(anexo Decreto Supremo No.29894 art.83).

En el Párrafo Quinto. 

Se observa un error en  el informe puesto que la  denominación del Viceministerio es Viceministerio De Igualdad de Oportunidades y no Viceministerio de Asuntos de Género y Generacionales.

III. ACCESO A LA JUSTICIA.

En el Párrafo Segundo.

Ya se hizo referencia en el punto 3 sobre evaluación del cuestionario  párrafo Quinto. 

En el Párrafo Cuarto.

Ya se hizo referencia 2 sobre obstáculos enfrentados párrafo noveno.

IV. SERVICIOS ESPECIALIZADOS.

Ya se hizo referencia en el punto 3 sobre evaluación del cuestionario párrafo quinto.

V. PRESUPUESTO.

En el párrafo primero y segundo.

Se elaboran cada año en base a las Directrices y Clasificadores que aprobados por el ministerio de Economía y Finanzas. Para la Gestión 2012 se ha avanzado en la incorporación de la equidad de género en ambos instrumentos.
Las directrices de formulación presupuestaria 2012, incorporan la asignación de recursos para Equidad de Género en el punto III (Programación de Recursos y gastos de las municipalidades), punto V que señala:
V En cumplimiento de las competencias municipales establecidas en la Ley No 2028 de Municipalidades, Ley No 031 Marco de Autonomías y descentralización, Decreto Supremo No 29850 de 22 de diciembre de 2008,Decreto Supremo No 24864 de 10 de octubre de 1997 de igualdad de Derechos entre hombres y mujeres, deben asignar los recursos necesarios para promover y desarrollar el <programa >Integral para el desarrollo Económico Productivo y empleo para las Mujeres; el Programa de Servicios Públicos de Atención de necesidades de la Familia; Programa de Difusión de Igualdad de Derechos y Responsabilidades entre Mujeres y Hombres en el hogar, la Comunidad y el Municipio; y de Fortalecimiento del Liderazgo Social y Político de las mujeres y sus Organizaciones.
Asimismo, deberán programar recursos para el funcionamiento de los servicios legales integrales, asignando a una de las áreas funcionales de su estructura, la responsabilidad de asumir las actividades correspondientes.
En el marco del trabajo sobre Presupuestos Sensibles al Género, se logró cualificar la apropiación de la equidad de género en las Directrices de Formulación presupuestaria 2012 y Clasificadores presupuestarios 2012 que han sido aprobados por el Ministerio de Economía y Finanzas Públicas, instrumento que ha sido difundido a los 327 municipios del país. 
Respecto a los clasificadores presupuestarios 2012, por primera vez se ha logrado incorporar la equidad de género entre los clasificadores por Finalidad y Función (Clasificador 10 Finalidad y por Función 10.9), con lo cual se cuenta con un referente fundamental para identificar las inversiones para la igualdad de género en los siguientes ámbitos: i) la formulación y administración de políticas de gobierno, ii) formulación y ejecución de legislación y iii) la investigación aplicada.
10 IGUALDAD DE GÉNERO, EQUIDAD Y PROTECCIÓN SOCIAL (finalidad).
Gastos inherentes a la implementación de la Igualdad de Género, la eliminación de las desigualdades sociales y de género y los servicios colectivos de Protección Social, cuidado de la familia y de la comunidad que guardan relación con asuntos como la formulación y la administración de política de gobierno; la formulación y ejecución de legislación y otras normas de regulación sobre la Igualdad de Género, la protección social y el cuidado de la familia y la comunidad; y la investigación aplicada al desarrollo experimental en asuntos y servicios para la igualdad de Género, la eliminación de las desigualdades sociales y de género, la protección social y el cuidado de la familia y la comunidad. (Tríptico sobre presupuestos sensibles a género).
10.9 IGUALDAD DE GÉNERO Y OTROS SERVICIOS DE ELIMINACIÓN DE LAS DESIGUALDADES Y PROTECCIÓN SOCIAL (FUNCIÓN).
Gastos inherentes de administración, gestión o apoyo de actividades como formulación, administración, coordinación y vigilancia de políticas, planes, programas, y presupuestos generales de igualdad de género, focalizados en mujeres, de cuidado de la familia y reproducción de la fuerza de trabajo, de construcción de cultura de igualdad y la redistribución igualitaria del ingreso; y otros servicios de eliminación de las desigualdades y protección social; preparación y ejecución de legislación y otras normas sobre la prestación de servicios para la igualdad de género, la eliminación de las desigualdades sociales y de género y protección social; producción y difusión de información general, documentación técnica y estadística sobre  la reducción de las desigualdades sociales y de género y protección social.
Incluye, la prestación de protección social en forma de beneficios en efectivo y en especie a las víctimas de incendios, inundaciones, terremotos y otros desastres ocurridos en  tiempos de paz; la adquisición y el almacenamiento de alimentos, equipos y otros suministros para su movilización urgente en caso de desastres en tiempos de paz; otros asuntos y servicios relacionados con la protección social que por su generalidad no fueron factibles de asignarse en alguna función determinada de esta finalidad.
La ley Marco de Autonomías y Descentralización  LMAD establece un marco normativo sustancial para la generación de procesos de planificación y presupuesto con enfoque de género, han permitido la definición de indicadores y categorías de inversión para la equidad de género. De este modo, varios artículos definen la consideración de la equidad de género en los procesos autonómicos y de descentralización. El Artículo 114 referido a los presupuestos de las entidades territoriales autónomas señala:
II” El proceso presupuestario en las entidades territoriales autónomas está sujeto a las disposiciones legales, las directrices y el clasificador presupuestario, emitidos por el nivel central del estado, los mismos que incluirán las categorías de género para asegurar la eliminación de las brechas y desigualdades, cuando corresponda.
A través de la Ley Marco de Autonomías y descentralizaciones debe destinar el 5% para la implementación de políticas de género por las entidades territoriales autonómicas, a todos los planes, proyectos y programas para la equidad de género a nivel departamental y municipal.

En este marco se ha convocado a la Comisión de Planificación de Economía y Finanzas de la Asamblea legislativa plurinacional para elaborar propuestas en forma conjunta y discutir ampliamente el tema de la política fiscal. Producto de este proceso se ha planteado la conformación de una Comisión Interinstitucional conformada por el Ministerio de Economía y Finanzas, el Ministerio de planificación del Desarrollo, el Viceministerio de Igualdad de Oportunidades  como cabeza de sector de género e instancias de la sociedad civil que trabajan este tema.

Las herramientas diseñadas para la transversalización de la igualdad de genero en procesos de planificación y presupuesto han sido publicadas por el Ministerio de Justicia y el Vio en la Guía operativa para la transversalización de la igualdad de género en la Planificación Sectorial del Desarrollo. (Anexo 17 trípticos sobre presupuestos sensibles a género).
VI. INFORMACIÓN ESTADÍSTICAS.

Sin comentario.

Al punto 4.  (CONCLUSIONES).

En el párrafo Primero 

La Constitución Política del Estado, es el resultado de un largo proceso de lucha de diferentes movimientos sociales que estuvieron representados en la Asamblea Constituyente, entre estos y en muchos de los casos por primera vez, los pueblos indígena originario campesinos y las mujeres, que durante más de quince años actuaron de manera organizada y permanente tratando de incluir sus derechos específicos en las reformas y luego en el cambio de la Constitución Política del Estado.

Cabe resaltar que con la aprobación  de la actual Constitución Política del Estado se han dado avances importantes en el reconocimiento de los derechos de las mujeres y en toda su redacción está presente la transversalización de género y un lenguaje no sexista. Este avance fundamental constituye el marco que le permite el diseño de normativa y políticas.

La Constitución está sustentada en  los valores de unidad, igualdad, inclusión, dignidad, libertad, solidaridad, reciprocidad, respeto, complementariedad, armonía, transparencia, equilibrio, igualdad de oportunidades, equidad social y de género en la participación, bienestar común, responsabilidad, justicia social, distribución y redistribución de los productos y bienes sociales, para vivir bien. Art.8. II

El Estado prohíbe y sanciona toda forma de discriminación fundada en razón de sexo, color, edad, orientación sexual, identidad de género, origen cultura, nacionalidad, ciudadanía, idioma, credo religioso, ideología, filiación política o filosófica, estado civil, condición económica o social, tipo de educación, grado de instrucción, discapacidad, embarazo u otras que tengan por objetivo o resultado anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de igualdad de los derechos de toda persona. Art.11.I

En su Art.15 establece

I. Toda persona tiene derecho a la vida y a la integridad física, psicológica y sexual. Nadie será torturado, ni sufrirá tratos crueles, inhumanos, degradantes o humillantes. No existe la pena de muerte.

II. Toda persona, en particular las mujeres, tienen derecho a no sufrir violencia física, sexual o psicológica, tanto en la familia como en la sociedad.

III. El Estado adoptará medidas necesarias para prevenir, eliminar y sancionar la violencia de género y generacional, así como toda acción u omisión que tenga por objeto degradar la condición humana, causar muerte dolor y sufrimiento físico, sexual o psicológico, tanto en el ámbito público como en el privado.

Vale destacar que en la CPE existen 26 artículos específicos que garantizan los derechos de las mujeres.

Como un reconocimiento a que la problemática de la mujer es de carácter estructural se ha aprobado el D. S. No 1053 de “Declaración del Día y Año Nacional de Lucha Contra la violencia hacia la Mujer” (25 de noviembre 2011) (Anexo 18).
Este Decreto compromete al Ministerio de Justicia, a través del Viceministerio de Igualdad de Oportunidades (VIO), a coordinar con las entidades del nivel central, entidades territoriales autónomas y organizaciones de la sociedad civil, actividades y acciones que impulsen la desnaturalización de la violencia hacia las mujeres en el marco del Plan Nacional de Igualdad de Oportunidades “Mujeres construyendo la Nueva Bolivia Para Vivir Bien”

Se destaca la promulgación de las cinco leyes orgánicas,  la Ley No. 25 de Órgano Judicial de 24 de junio de 2010, Ley No.18 del Órgano Electoral Plurinacional del 16 de junio de 2010, Ley No.26 del Tribunal Constitucional Plurinacional de 6 de julio de 2010, Ley No 26 del Régimen Electoral de 30 de junio de 2010 y la Ley No31 “Ley Marco de Autonomías y Descentralización Andrés Ibáñez” de 19 de julio de 2010.

Estas cinco leyes  incorporan los principios de equidad de género, paridad y alternancia en los  procesos de presentación de candidaturas, preselección y elección de los Órganos del Estado; el reconocimiento del acoso político como delito electoral; La prohibición de la conciliación en casos de violencia y la creación de juzgados especiales de Violencia Intrafamiliar o Doméstica y Pública; 

La promulgación de estas cinco leyes además de la Ley No. 45 Contra el Racismo y Toda Forma de Discriminación es el inicio de una transformación secuencial para los próximos años. (Anexo 19 Ley No. 25 de órgano Judicial de 24 de junio de 2010, anexo 21. Ley No. 33 “Ley Marco de Autonomías y Descentralización Andrés Ibáñez” de 19 de julio de 2010).

Al punto 5. (RECOMENDACIONES GENERALES Y ESPECÍFICAS).

5.1 Recomendaciones Generales.

Sin comentarios ni observaciones.

5.2 Recomendaciones Específicas.

En el párrafo Sexto.

Ya se hizo referencia en el punto 3 sobre evaluación del cuestionario en el punto II de Planes Nacionales.

En el párrafo Décimo.
Ya se hizo referencia en el punto 2 sobre evaluación del cuestionario párrafo noveno.
En el párrafo Undécimo.
Ya se hizo referencia en el punto 2 sobre evaluación del cuestionario párrafo dos.
En el párrafo Décimo Cuarto.
El art.67 de la Ley del Órgano Judicial sobre el trámite de conciliación, en el inciso II establece que el Juez podrá rechazar la conciliación si esta vulnera derechos establecidos en la Constitución Política del Estado.

En el inc. III y IV, se establece que no se conciliará en los casos de violencia contra las mujeres, niños y niñas en los casos en los que forma parte el Estado y que atenten contra la vida, la integridad física, psicológica y sexual de las personas.

El art.72 ha incluido la creación de juzgados Públicos de violencia intrafamiliar y doméstica y en el ámbito público.

VII CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES FINALES

En atención a tratados internacionales que han sido constitucionalizados y los compromisos asumidos por el Estado Plurinacional de Bolivia al ratificar la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, Convención de Belem do Pará”, el Estado ha avanzado significativamente en el ejercicio de derechos de las mujeres tomando los preceptos constitucionales, que  protegen, garantizan el ejerció y la soberanía de las mujeres en todos los ámbitos.

Los desafíos que enfrenta el actual Gobierno para garantizar el ejercicio pleno e integral del derecho de las mujeres, es protagonizado por las propias mujeres, garantizando la paridad en los ámbitos públicos. La Asamblea Legislativa actualmente es presidida por mujeres en ambas Cámaras.

Reiteramos que la elaboración y aprobación del conjunto de leyes,  constituyen el andamiaje para la construcción del Estado Plurinacional y la transformación secuencial para los próximos años con una visión de equidad, complementariedad y de respeto a la madre tierra.

Los avances e importantes esfuerzos institucionales por lograr la efectivización de los derechos constitucionalizados, que otorgan la paridad en  la participación política  de las mujeres. Este un logro del actual Gobierno.  

Los principales desafíos que enfrentamos es el fortalecimiento de las capacidades de planificación, gestión, y organización, así como el acompañamiento administrativo, financiero; reforzar la coordinación con las instancias y mecanismos internos en el marco del proceso autonómico.

El Estado Plurinacional de Bolivia toma nota de las recomendaciones y concuerda con la profundización de las mismas.
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